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Cuestión: Se resuelve el recurso de apelación interpuesto por la 

demandante, en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Décimo 

Tercero Civil del Circuito de Medellín en el proceso de la referencia.  

 

Tema: pretensión reivindicatoria, excepción de simulación. 

 

ANTECEDENTES 

 

No habiendo sido acogida la ponencia inicialmente presentada por el 

magistrado sustanciador para desatar el recurso de apelación interpuesto por 

el apoderado de la parte actora contra la sentencia de primer grado, 

denegatoria de las pretensiones, procede la suscrita magistrada, quien le 

sigue en turno dentro de la sala cuarta de decisión civil, a presentar la recoge 

el criterio de la mayoría, en los siguientes términos. 

 



Pretendió la demandante se declare que a ella pertenece, en dominio pleno y 

gabsoluto, el apartamento número 9915 ubicado en la carrera 84 número 3D-

150, piso 1 del edificio 9 (fase 3) del Conjunto Residencial AVIVA- PROPIEDAD 

HORIZONTAL, de esta ciudad, debidamente especificado por sus linderos, y 

que se distingue con la matrícula inmobiliaria número 001-1252365 (sic), así 

como el parqueadero número 99530, situado en el sótano 1 de la fase 3 del 

mismo conjunto residencial, también especificado por sus linderos. 

 

Que, como consecuencia de tal declaración se condene a la demandada a 

restituirle los inmuebles descritos, así como el valor de los frutos naturales o 

civiles, y no solo los percibidos sino los que el dueño hubiera podido percibir 

con mediana inteligencia y cuidado, desde el momento en que los adquirió, 

por ser la demandada poseedora de mala fe, y también el costo de las 

reparaciones a que haya lugar. 

 

Que la demandante no está obligada a indemnizar las expensas necesarias 

referidas en el art. 965 C.C.; que se ordene la cancelación de cualquier 

gravamen que pese sobre el inmueble; y, que se inscriba la sentencia en los 

folios inmobiliarios 001-1252254 y 001-1252365 de la Oficina de Registro de 

Instrumentos Públicos de Medellín, Zona Sur. 

 

Lo anterior, con base en hechos que así se compendian: 

 

Que la señora Andrea Estefanía García Jaimes adquirió los inmuebles 

descritos, ubicados en la carrera 84 No. 3D–150 y carrera 84F No. 3D-150, 

esta ciudad y con M.I. Nos. 001-1252254 y 001-1252365 de la Oficina de 

Registro de Instrumentos Públicos de Medellín, Zona Sur, mediante escritura 

pública N° 8393 de la Notaría Quince del Círculo de Medellín, de quien era su 

anterior propietario. 

 

Que la señora Guadalupe Vargas García comenzó a poseer el inmueble “desde 

el mes de agosto de 2017, reputándose públicamente la calidad de dueña del 

predio, sin serlo”, quien hasta el día de la demanda no ha querido hacer 

entrega material de ellos, a pesar de los requerimientos de la compradora, así 

mismo, resalta que ella está en incapacidad legal para adquirir por 

prescripción el dominio de los bienes objeto de litigio. 

 



RÉPLICA 

 

Admitido el libelo mediante auto del 30 de agosto de 2018 (fl. 42), y notificada 

en debida forma la parte demandada (f 55), procedió a contestarla (f.59-144) 

oponiéndose a las pretensiones y planteando a manera de excepciones las 

que denominó: i) objeto ilícito; ii) causa ilícita; iii) mala fe; iv) dolo; v) 

inexistencia del negocio jurídico de venta; vi) nulidad parcial del negocio 

jurídico de venta; vii) nulidad absoluta del negocio jurídico de venta; viii) 

simulación; ix) inexistencia de falta de precio; x) existencia de unión marital 

de hecho, sin disolver, ni liquidar y la xi) genérica.  

 

Como hechos soporte de tales defensas (f. 76-80) relató que bajo el imperio 

de la ley 54 de 1990, ella y Camilo Andrés Villalobos Hernández conformaron 

una unión marital de hecho, como lo declararon ambos en acta número 16 

del 7 de enero de 2016 en la Notaría 26 de Medellín, unión durante la cual se 

adquirieron los inmuebles a que se refiere la demanda, mediante escritura 

pública No. 9683 de fecha 10 de agosto de 2017 de la Notaría 15 de Medellín, 

en la cual además se hizo constar lo antes dicho, afectando el bien a vivienda 

familiar. 

 

Que no obstante conocer lo anterior, Camilo Andrés Villalobos Hernández y 

Andrea Estefanía García Jaimes, suscribieron posteriormente la escritura 

pública 8393 del 19 de junio de 2018 de la Notaría 15 de Medellín, el primero 

en calidad de vendedor y la segunda como compradora de tales inmuebles, 

obrando de mala fe, aprovechando un error de la oficina de registro al inscribir 

el título por el cual había adquirido el primero, consistente tal error en omitir 

el registro de la afectación a vivienda familiar, mala fe que los llevó a aseverar 

en dicho acto escriturario que el señor Villalobos Hernández es de estado civil 

soltero, sin unión marital de hecho y a guardar silencio sobre la afectación a 

vivienda familiar. 

 

Que el precio allí pactado no es real y que tampoco se pagó. 

 

Que tal situación fue denunciada por la demandada ante la autoridad penal y 

ante la oficina de Registro de Instrumentos Públicos solicitando la corrección 

pertinente. 

 



En términos similares dio respuesta a cada uno de los hechos de la demanda, 

negando la calidad de dueña a la demandante porque los bienes inmuebles 

objeto material de la pretensión, forman parte de la unión marital de hecho 

entre ella y el señor Camilo Andrés Villalobos, que no se ha disuelto ni 

liquidado, por lo que su posesión no es ilícita ni arbitraria. 

 

 LA SENTENCIA 

 

Trabada así la relación procesal, se dictó sentencia en la que se desestimaron 

las pretensiones de la demanda (Cfr. fl. 363), tras declarar de oficio la 

excepción de simulación del contrato de compraventa celebrado mediante 

escritura pública 8393 del 18 de junio de 2018 otorgada en la Notaría 15 de 

Medellín. 

 

Para decidir de tal manera comenzó la Juez planteándose como problema 

jurídico el consistente en determinar si se configuran los presupuestos 

axiológicos de la pretensión reivindicatoria, para lo cual estimó necesarias 

algunas consideraciones vinculadas con la normatividad y la jurisprudencia 

aplicable. Citó entonces los artículos 950, 952, 947 y 948 del Código Civil, para 

explicar que la acción de dominio tiene razón de ser en el derecho de 

restitución, por lo que corresponde al propietario y debe dirigirse en contra 

del actual poseedor, como lo ha analizado la Sala Civil de la Corte Suprema 

de Justicia, entre otras, en sentencia del 3 de marzo de 1954. 

De lo anterior dedujo que los requisitos para que prospere una pretensión 

como la aquí ventilada son: i) titularidad de dominio en cabeza del 

demandante, que puede ser también una cuota e incluso una nuda propiedad; 

ii) la cosa a restituir debe ser singular o particular, no puede ser una 

universalidad jurídica; iii) la cosa debe ser equivalente al bien que el 

demandado tiene bajo su posesión; iv) la acción debe encausarse en contra 

de un verdadero poseedor. 

 

Una vez descendió al caso concreto, comenzó analizando el primer 

presupuesto axiológico, mismo que derivó de la negociación realizada por la 

demandante con el señor Camilo Villalobos, sin que para el proceso interese 

los conflictos amorosos y lo relacionado con la filiación del hijo de la 

demandada (a quien llamó indistintamente Guadalupe). Bajo este marco, 

estimó necesario acudir al artículo 762 del Código Civil, del cual extrajo que 



el poseedor se presume dueño y, para este caso, es la señora Guadalupe 

Vargas quien tiene mejor derecho (se presume propietaria del bien), por lo 

que le correspondía a la demandante desvirtuar dicha presunción, en la 

medida que no era del todo cierto que el titular inscrito de dominio tiene un 

derecho de mayor entidad. 

 

Esa presunción de dueña en la demanda, agregó la Juez, no se desvirtuó 

porque en su criterio quedó probado a través los medios testimoniales (Hever 

Vargas y Julieth Molina) que entre Camilo Villalobos y Guadalupe Vargas 

existió una unión marital de hecho, de la que también da cuenta una 

declaración extraprocesal levantada en notaría (Cfr. fl. 107) y una escritura 

pública, donde consta no solo esa unión marital, sino también la afectación a 

vivienda familiar sobre el bien aquí comprometido (Cfr. fl. 113) y, que, en 

razón de ello, Guadalupe Vargas entró en posesión de los bienes con el 

convencimiento de tener derecho sobre los mismos, ya que hacen parte de la 

sociedad patrimonial formada entre compañeros permanentes, situación 

ocurrida antes de que Andrea Stefanía García se hiciera propietaria, hechos 

que no fueron refutados o tachados por la demandante, punto en el cual para 

nada importa que Camilo haya declarado que no conocía el contenido de esos 

actos, a través de los cuales para él lo único que se estaba haciendo era afiliar 

a la seguridad social al hijo de Guadalupe. 

 

Por otro lado, a la Funcionaria le llamó la atención el hecho que la demandante 

no aportara su declaración de renta, máxime cuando se está enfrentando a 

un proceso donde se ha puesto en duda su capacidad económica para la 

adquisición de los bienes en discusión, pues no resultaban suficientes los 

extractos bancarios aportados, situación que se torna como un indicio del 

ánimo defraudatorio. La misma sospecha mereció el hecho de que no se 

lograra demostrar el móvil que llevó a Camilo Villalobos a vender el 

apartamento, pues la supuesta deuda con la sociedad Fiber no está soportada 

en ningún documento o testimonio, ya que los extractos bancarios solo dan 

cuenta de una relación comercial, como lo aceptó el propio Camilo. 

 

Así pues, el Despacho estimó demostrados diferentes indicios que apuntan a 

que la venta realizada entre Camilo Villalobos y Andrea Stefania García no fue 

real o tenía un fin fraudulento y, concretamente, demuestran que fue un 

mecanismo para evitar someter los bienes a partición. En este sentido 



encontró: i) Andrea Estefanía no logró demostrar que hubiese pagado el 

precio, dado que sólo aportó dos consignaciones que se reflejan en un 

extracto bancario, cada uno por 100 millones y la experiencia enseña que las 

grandes sumas de dinero dejan alguna trazabilidad; ii) la relación sentimental 

entre compradora y vendedor; iii) los conflictos amorosos que se ventilaron 

en el proceso; iv) la ruptura de la relación entre Camilo y Guadalupe y su 

estado actual. Ese cardumen de indicios, entonces, le permitió tener como 

probada la excepción de simulación de la compraventa, por lo que finalmente 

estimó que bajo ese supuesto no estaban llamadas a prosperar las 

pretensiones de la demanda, por inexistencia del derecho reclamado.  

 

Agregó sobre el punto que no existió verdadera intención de enajenar el bien 

raíz, por lo que el contrato discutido fue simulado y el derecho de Estefanía 

no es mejor que el de Guadalupe, lo cual fundó en el artículo 762 analizado 

por la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia en sentencia 28 septiembre 

2009 (M.P Ruth Marina Díaz Rueda), en la que a su vez se citó la Casación 

civil del 18 de noviembre de 1949. 

 

Finalmente, aclaró que en sentencia de Casación Civil del 30 de julio de 2001 

(expediente 5.672) la Corte avaló la procedencia de resolver sobre la 

simulación en estos casos, más allá de que lo relacionado con la sociedad 

patrimonial sea competencia del Juez de Familia, porque en todo caso el Juez 

Civil no puede obviar de plano la sustracción de un bien social. 

 

LA IMPUGNACIÓN 

 

Inconforme la parte demandante, interpuso recurso de apelación (en 

audiencia, en la cual no formuló reparo alguno), para lo cual presentó escrito 

en el que sustentó su inconformidad (fls 364 a 387 del c. principal), en el que  

se refirió a los siguientes aspectos:  Que la a quo hizo una interpretación 

errada de las pruebas aportadas (no dice de cuáles, ni por qué es errada) y 

de la pretensión incoada, lo que la llevó a tomar decisiones contrarias al 

ordenamiento legal. Resolvió un proceso reivindicatorio con la excepción de 

simulación del contrato de compraventa recogido en la E.P.8393 de 19 de 

junio de 2018 de la Notaría 15 de Medellín, “por ausencia de precio o pago”, 

sin que esta fuera propuesta por la demandada, por lo que la decisión peca 

de incongruencia, lo que a su vez representa una violación al debido proceso 



y a la seguridad jurídica.  

 

Recordó, también, que la acción promovida por la demandante es la 

REIVINDICATORIA, la que dirigió contra la poseedora Guadalupe Vargas 

García, “y entre ellas  no existió ningún contrato que  permita al a-quo emitir 

el fallo que es objeto de revisión en recurso de apelación”; Y que al proceso 

no se trajo ningún litisconsorte necesario, por lo que no puede tenerse en 

cuenta al señor Camilo Villalobos como parte, ya que en este proceso fungió 

únicamente como testigo y nada podría decirse del negocio jurídico realizado 

entre este y la demandante, por tanto, la excepción de simulación no estaría 

llamada a prosperar, toda vez que dentro del proceso no se encontraban 

vinculados todos los Litis consortes necesarios; y, que la juez - basándose en 

el acta de declaración jurada del 7 de enero de 2016 donde el señor Camilo 

dice que desde cuatro años atrás hace vida común con la aquí demandada,  y 

en la escritura pública 9683 del 10 de agosto de 2017 de la Notaría 15 de 

Medellín, donde se dejó anotación sobre la existencia de la unión marital de 

hecho de Camilo y Guadalupe-,dejó por sentado que en el proceso se aceptó 

y reconoció la unión marital de hecho, olvidando que esto  compete al juez 

de familia, no al civil, y que exige unos supuestos específicos. 

 

PROBLEMAS JURÍDICOS 

 

De acuerdo con lo decidido y argumentado por el juzgador de Primer Grado y 

los reproches de la apelante, en los siguientes términos pueden plantearse los 

problemas jurídicos que debe abordar la Sala en esta ocasión:  

 

1) ¿Peca de incongruente la sentencia por declarar “oficiosamente” la 

excepción de simulación de la compraventa por cuya virtud adquirió los 

bienes la reivindicante? 

 

2) ¿La declaración oficiosa de la excepción de simulación del título de la 

reivindicante, requiere que sean partes en el proceso todos los que lo 

fueron en el negocio simulado? 

 

A responder tales interrogantes apuntan las siguientes 

 

CONSIDERACIONES. 



 

1. Sobre la congruencia en materia de excepciones 

 

Reza, en lo pertinente, el artículo 281 del C.G.P: “(L)a sentencia deberá estar 

en consonancia con los hechos y las pretensiones aducidos en la demanda y 

en las demás oportunidades que este código contempla y con las 

excepciones que aparezcan probadas y hubieren sido alegadas si así 

lo exige la ley”. 

 

Concordante con lo anterior, establece el artículo 282 ib: “(E)n cualquier 

tipo de proceso, cuando el juez halle probados los hechos que constituyen 

una excepción deberá reconocerla oficiosamente en la sentencia, salvo 

las de prescripción, compensación y nulidad relativa, que deberán alegarse en 

la contestación de la demanda” (negrillas fuera del texto original) 

 

Claramente, entonces, conforme a los preceptos transcritos, en materia de 

excepciones la regla general es que debe el juez declarar oficiosamente las 

que encuentre probadas, con la salvedad de la prescripción, compensación y 

nulidad relativa, puesto que estas requieren alegación de parte. De suerte que 

la sentencia que declare oficiosamente alguna de estas, así haya quedado 

probada, será incongruente, pero también lo será la que no obstante haber 

quedado probado un hecho exceptivo diferente, se abstenga de declararlo, so 

pretexto de no haber sido alegado. Sobre el particular así se ha expresado la 

Corte Suprema de Justicia: 

 

“(E)n materia de excepciones, este yerro de configura cuando el 

funcionario de instancia: (a) omite decidir sobre las que se propusieron 

en el escrito de contestación, siempre que fuere necesario referirse a 

ellas por haber prosperado las pretensiones de la demanda (SC443, 19 

dic. 1987); (b) reconoce una oposición que era del resorte exclusivo de 

las partes sin que se hubiera solicitado oportunamente -prescripción, 

nulidad relativa o compensación- (SC16785, 17 oct. 2017, rad. n.° 

2008- 00009-01); o (c) desatiende una excepción que debe declararse 

oficiosamente, siempre que la encuentre demostrada en el proceso (SC, 

18 ab. 1955, G.J. n.° 2153, p. 31; en el mismo sentido AC7709, 21 nov. 



2017, rad. n.° 1998-07501-01)” 1 

 

Ahora bien, no puede perderse de vista que las excepciones son básicamente 

hechos opuestos a los que sirven de fundamento a la pretensión y, por lo 

mismo, se orientan a enervarla. De ahí que proceda su reconocimiento 

oficioso, con la salvedad ya indicada (prescripción, compensación y nulidad 

relativa), “En cualquier tipo de proceso”, y ninguna disposición veda aquel 

proceder del juez para el reivindicatorio, de donde se sigue, que si en proceso 

de tal naturaleza, el juzgador deja de declarar un hecho exceptivo diferente a 

los tres que exigen alegación del demandado, a pesar de encontrarse 

probado, su sentencia incurre en el mencionado defecto (incongruencia). 

 

Desde luego que los hechos que sirven de sirven de fundamento a una 

pretensión, tendrán que ser unos acaecimientos concretos que se 

correspondan con los que en abstracto previó el legislador como generadores 

de la consecuencia jurídica deprecada. Tratándose de la acción reivindicatoria 

y, conforme al artículo 946 del C.C: la calidad de dueño en el demandante; la 

calidad de poseedor en el demandado; que se trate de cosa singular 

reivindicable o cuota determinada de ella; y que exista identidad entre lo 

reclamado por el demandante, sus títulos de dominio, y lo poseído por el 

demandado; y comoquiera que el éxito de la pretensión reclama la presencia 

de cada uno de los mencionados elementos estructurales, a derruir cualquiera 

de ellos deben apuntar las excepciones. 

 

Ergo, nada obsta que en un proceso reivindicatorio se ataque mediante 

excepciones el primero de los elementos de la pretensión, esto es, la calidad 

de dueño en el reivindicante, y es claro que este siempre habrá adquirido de 

un tercero, porque si fuese el demandado quien le vendió y siguió en posesión 

del bien, será por vía de acciones contractuales que ese comprador se hará a 

la tenencia y posesión de la cosa comprada. Es que recuérdese que, conforme 

a reiterada jurisprudencia, la acción reivindicatoria es típicamente 

extracontractual, por lo mismo, la posesión del bien por parte del demandado, 

en línea de principio, no está antecedida de un contrato con el demandante, 

salvo el caso de Inter-versión del título.  

 

                                                           
1 Sentencia SC4257-2020, Rad. 11001-31-03-041-2010-00514-01, 9 de noviembre de 2020. M.P 

Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo. 



Conviene también precisar que la expresión “proponga” utilizada por el 

legislador en el inciso final del artículo 282 del C.G.P., no puede entenderse 

en el sentido de que las excepciones de nulidad y de simulación requieran 

alegación de parte, pues ya el primer inciso de la norma dejó claro que cuando 

el juez halle probados los hechos que constituyen una excepción debe 

reconocerla de oficio, con las únicas salvedades de las de “prescripción, 

compensación y nulidad relativa”, que requieren alegación de parte. Lo que 

significa dicho inciso final es que cuando se declaren las excepciones de 

nulidad  o de simulación, ya porque hubiesen sido alegadas, ora porque el 

juez encuentra probados los hechos que las constituyen, declarará nulo o 

simulado el contrato -del cual se deriva la relación debatida- solo si en el 

proceso están vinculadas como partes, quienes lo fueron en el acto o contrato, 

“en caso contrario se limitará a declarar si es o no fundada la excepción”, lo 

que en términos simples traduce que no figurando en tal proceso como partes 

todos los que celebraron el contrato, el juez no declara la figura como tal y 

menos dispone las consecuencias que de ello se derivarían, sino que se limita 

a declarar fundada la excepción respectiva, como talanquera que frustra la 

pretensión. 

 

En este aspecto, bien ilustrativo resulta el siguiente pasaje jurisprudencial 

referido al artículo 306 del C. de P.C., de igual contenido al actual artículo 282 

del C.G.P: 

 

“ (…) Dispone el artículo 306 del Código de Procedimiento Civil que “… 

Cuando se proponga la excepción de nulidad o la de simulación del acto 

o contrato del cual se pretende derivar la relación debatida en el proceso, 

el juez se pronunciará expresamente en la sentencia sobre tales figuras, 

siempre que en el proceso sean parte quienes lo fueron en dicho acto o 

contrato; en caso contrario, se limitará a declarar si es fundada o no la 

excepción 

 

El cabal entendimiento que a la aludida norma corresponde, permite 

distinguir con claridad los diversos supuestos de hecho que el legislador 

concibe y las consecuencias que a cada uno de ellos le atribuye. En 

primer lugar, cuando el demandado propone las excepciones de nulidad 

y simulación y al proceso han comparecido todas las partes que 

intervinieron en el acto o contrato del cual se pretende derivar la relación 



debatida en el proceso, el juez debe pronunciarse “expresamente” sobre 

ellas, alocución que le impone de manera perentoria el deber de declarar 

la nulidad o la simulación del acto o contrato de que se trate, con las 

consecuencias propias de las declaraciones judiciales de esa especie, es 

decir, la aniquilación del mismo con las subsecuentes restituciones 

mutuas, si de la nulidad se trata, o la revelación de los verdaderos 

alcances de la voluntad contractual, atribuyéndole los efectos que le son 

inherentes.   

 

Un segundo supuesto se presenta cuando el demandado propone las 

susodichas excepciones, pero al proceso no comparecen todas las partes 

que intervinieron en la formación del acto jurídico. En tal hipótesis, no le 

es dado al juzgador, obviamente, aniquilar el contrato nulo, ni asignarle 

los efectos que conciernen a la verdadera voluntad de las partes la cual, 

por lo demás, no puede declarar, sino que solamente podrá acoger como 

fundada la excepción, declaratoria que al enervar las pretensiones del 

actor, impide que los contratos nulos o simulados puedan producir los 

efectos que los litigantes persiguen o que lleguen a causar ulteriores 

perjuicios, es decir, que el excepcionante solo consigue atajar la acción 

negando el título del demandante, evitándose de esa forma que éste 

pueda sacar algún beneficio o provecho del acto simulado o nulo. 

 

Del adecuado enlace del citado artículo 306 del Código de Procedimiento 

Civil con lo dispuesto en el artículo 2° de la ley 50 de 1936, se desprende 

una tercera hipótesis relacionada con la declaratoria de la nulidad 

absoluta cuando se reúnen los presupuestos señalados en la referida ley, 

pues, no obstante que el demandado no proponga la excepción 

pertinente, debe el juez declararla de oficio, siempre y cuando, se reitera, 

se encuentren estructurados los requisitos allí previstos, entre ellos, que 

todas las partes involucradas en el negocio jurídico hubiesen acudido al 

proceso.  

 

Y, finalmente, aun cuando no hubiesen comparecido al litigio todas las 

partes que intervinieron en la formación del negocio jurídico, si  el 

demandado no propone las excepciones de nulidad o simulación, no 

obstante lo cual alguna de ellas aparece acreditada en el proceso, 

incumbe al juez declararla probada de oficio -a menos, claro está, que 



se refiera a una nulidad relativa, pues ésta siempre debe ser alegada por 

el demandado-, pero absteniéndose de hacer pronunciamientos distintos 

a ese,  salvo, obviamente, cuando se refiere a una nulidad absoluta que 

reúna los requisitos previstos en el artículo 2° de la ley 50 de 1936, 

hipótesis a la que ya se aludió. Se pretende entonces, evitar que el 

negocio nulo o fraudulento pueda producir efectos, o que alguno de los 

contratantes pueda sacar provecho de él. 

 

Colígese, subsecuentemente, que no es menester que el demandado 

proponga expresamente la excepción de simulación absoluta para que el 

juzgador pueda abordar su estudio y declararla probada, si es del caso, 

pues tal excepción puede ser declarada aun de manera oficiosa, solo que 

en tal hipótesis, no produce ningún otro efecto distinto al de enervar las 

pretensiones de la demanda. 

 

Que la simulación es una excepción que oficiosamente puede ser 

pronunciada por el juez, es cuestión que reiteradamente ha sostenido la 

Corte. Así, por ejemplo, ha sostenido que: “…Dicho en otros términos y 

contra lo que inexplicablemente parece insinuar la providencia materia 

de impugnación en este expediente, no son pocos los eventos, con 

rasgos por entero iguales a los que presenta la especie materia de 

estudio, en que la simulación hace las veces de un verdadero hecho 

impeditivo que significa, nada más pero tampoco nada menos, que la 

inexistencia actual del derecho reclamado y que, por consiguiente, ha de 

ser puesta de relieve aún de oficio por el sentenciador si aparece 

probada, conclusión varias veces destacada por la Corte al insistir en que 

la objetividad del fenómeno simulatorio en el terreno de los negocios 

jurídicos, junto con los efectos a él inherentes, ‘... desde el punto de vista 

exceptivo no dependen de que el demandado, a cuya defensa 

aprovechare el reconocimiento de semejante situación, la alegue, sino 

que la demuestre en el juicio, para que entonces, como hecho 

destructivo de la titularidad del demandante, deba el juez reconocerla 

oficiosamente por aplicación del artículo 343 - hoy 306, según se dejó 

advertido líneas atrás  

 

(...) 

 



Porque verdaderamente sería un contrasentido que si el juzgador 

encuentra demostrada la simulación con arreglo a derecho, tenga sin 

embargo que reconocerle plenitud de efectos, en perjuicio del 

demandado, a un acto ciertamente ficticio, como si fuese real y válido. 

En todo caso, las circunstancias de la controversia determinarán la 

posición del demandado frente al fenómeno simulatorio y, en 

consecuencia, si la posibilidad de su demostración cae, si o no, en el 

marco de la autonomía probatoria. Y si todo esto es así, mal puede ser 

que por ello se altere la relación jurídico procesal, comprensiva de todas 

estas posibilidades, o que sobrevenga la deslealtad o desigualdad de 

contención entre las partes...’ (G. J. Ts. CIII, pag. 255 y CV pag. 263), 

sentándose así una pauta de juzgamiento que hoy en día encuentra 

sólido respaldo en el artículo 306, inciso final, del Código de 

Procedimiento Civil… (CCXVI, pág. 62)”2. 

 

2. EL CASO CONCRETO 

 

Como se dejó reseñado en otro aparte de este proveído, la apelante limitó su 

reproche a la declaración oficiosa de la excepción de simulación respecto al 

negocio jurídico por cuya virtud alega la reivindicante calidad de dueña de los 

inmuebles objeto material de la pretensión, reproche que se “argumenta”, de 

un lado, en que la juez “apreció de manera errada las pruebas aportadas, la 

pretensión incoada y tomó decisiones abiertamente contrarias al 

ordenamiento legal” (f. 365 c. ppal.), sin concretar cuáles fueron las pruebas 

erróneamente apreciadas, ni en qué consistió el yerro de valoración de ellas. 

Tampoco en qué consistió la supuesta indebida apreciación de la pretensión 

formulada, pues el desarrollo de los cargos se reduce a sostener:  

 

 (i) que no podía la a-quo declarar una excepción de simulación que no 

 fue propuesta por la demandada, por lo que al así proceder “incurrió en 

 un error de procedimiento, pues no se pronunció respecto a lo pedido 

 por las partes, apartándose del principio de congruencia…” (f.368 c. 

 ppal.);  

 

                                                           
2 C.S.J., sala de casación civil, Expediente No. 5961, 10 de septiembre de 2001, M.P. Dr. Jorge Castillo 

Rugeles. 



 (ii) Que entre la demandante y la demandada “no existió ningún 

 contrato que permita al a-quo emitir el fallo que es objeto de 

 revisión en recurso de apelación”(f. 369 ib.);  

 

 (iii) Que no podía el a-quo declarar la excepción de simulación de la 

 escritura pública No. 8393 de 19 de junio de 2018 “porque las partes 

 del negocio jurídico no son las mismas del proceso VERBAL DE 

 REIVINDICACIÓN …”(. F. 373 ib.);  

 

(iv) Que según la a-quo, en el  proceso se aceptó y reconoció una unión 

marital de hecho entre el señor Camilo Villalobos, vendedor del 

inmueble objeto de reivindicación, y la demandada Guadalupe García, 

basándose en declaración jurada del 7 de enero de 2016, donde aquél 

indica que de cuatro años atrás hace vida en común con la última; y en 

la escritura pública 9683 de 10 de agosto de 2017 de la Notaría 15 de 

Medellín, donde se consignó la existencia de unión marital de hecho de 

Camilo y Guadalupe. “Olvidó el a-quo que para esta clase de procesos 

de UNION MARITAL DE HECHO y liquidación de SOCIEDAD 

PATRIMONIAL, existe un juez natural, denominado JUEZ DE FAMILIA, 

y unas exigencias legales que amparan la existencia de dicha unión, y 

no una declaración de un JUEZ CIVIL, porque a su criterio basta con lo 

arriba enunciado para dar por sentado su existencia.”; 

 

 (v) Que a pesar de que los testimonios de Juliet Molina Urrego y de 

 Hever Vargas Quintana fueron contradictorios, la juez les dio plena 

 credibilidad porque no habían sido tachados de sospechosos. Pero 

 observará el ad-quem que sí se dijo que faltaban a la verdad; 

 

(vi) Que  según la juez, no quedó demostrado que Camilo hubiera 

vendido los  inmuebles para pagar deudas, a pesar de haberse allegado 

los extractos bancarios donde aparecen las transferencias de la 

demandante compradora y de los pagos realizados a Fiber.  

 

 Terminó la libelista deprecando “se sirvan atender mi súplica y revisen 

 el expediente, especialmente las pruebas documentales y testimonios 

 practicados a fin de que puedan evidenciar los vicios aquí reclamados 

 y se REVOQUE la sentencia de primera instancia, dando paso a la 



 pretensión incoada por haber satisfecho la demandante los requisitos 

 exigidos en la ley,…” 

 

Sin embargo, quedó claro con lo expuesto en el considerando anterior, de un 

lado, que el proceso en el cual se ejerce acción reivindicatoria no está excluido 

del deber del juez de declarar los hechos exceptivos que encuentre probados, 

salvo los de “prescripción, compensación y nulidad relativa”; que para ello no 

es necesario que el negocio jurídico por el cual adquirió el bien la reivindicante 

haya sido celebrado con la demandada; y, que el reconocimiento de la 

excepción de simulación no está supeditado a que de ese proceso hagan parte 

todos los que lo fueron en el negocio jurídico de que se trate. 

 

Luego, carente de razón resultan las apreciaciones de la recurrente en el 

sentido de que la declaración de tal excepción no podía ser oficiosa; y, que al 

no haber sido con la demandada que la accionante celebró el contrato de 

compraventa, y no hacer parte de este proceso el vendedor de los bienes, no 

podía la juez declarar probada la excepción de simulación de tal negocio 

jurídico. 

 

En lo concerniente a las pruebas de que se sirvió la señora juez de primer 

grado para construir el conjunto de indicios que la llevaron a estimar fundada 

la excepción de simulación del negocio jurídico aducido por la reivindicante 

para derivar de allí la calidad de dueña, no a declarar simulado el contrato de 

compraventa -como parece sugerirlo la recurrente-, la acusación no pasa de 

ser vaga y genérica. Es que a la luz de la normatividad procesal que 

actualmente nos rige, la revisión del juzgador de segunda instancia no es 

panorámica, no se trata de que examine este “las pruebas documentales y 

testimonios practicados a fin de que puedan evidenciar los vicios aquí 

reclamados”, ha debido especificar la recurrente cada uno de los testimonios 

y cada uno de los documentos que en su criterio fueron equivocadamente 

valorados por la señora juez a-quo, precisando por qué fue equivocada su 

valoración, lo que francamente se extraña en el escrito de “sustentación” del 

recurso. 

 

No sobra decir, sin embargo, que el conjunto de indicios que sirvieron de 

sustento a la conclusión de la señora juez a-quo, en efecto se encuentran 

debidamente probados, veamos: “que no pudo la demandante acreditar el 



pago del precio de los bienes que dijo comprar”, en este particular la Cláusula 

CUARTO (PRECIO DE VENTA Y FORMA DE PAGO) de la Escritura Pública 8393 

del 19 de junio de 2018 de la Notaría Quince de Medellín, expresa 

literalmente: “…Que el precio de esta negociación es la suma de 

DOSCIENTOS OCHO MILLONES CIEN MIL PESOS MONEDA LEGAL 

($208.100.000), que el(os) vendedor(es) declara(n) tener recibidos de 

contado a su entera satisfacción, dineros propios”. 

 

Pero lo anterior no coincide con las versiones de la demandante (compradora) 

y de su supuesto vendedor, pues estos hablan de un precio de $300’000.000, 

pagado mediante tres (3) transferencias, -no consignaciones en dinero 

efectivo, como son las dos que aparecen a folios 161, fechadas los días 3 y 

16 de julio de 2018, por $100’000.000 cada una, con las cuales ni siquiera 

quedaría totalmente satisfecho el precio consignado en la escritura pública de 

compraventa-, es decir, los propios supuestos contratantes desdicen la 

versión literal del documento público acerca del pago, de donde entonces, 

razonablemente infirió la a-quo, que el precio no había sido pagado, muy a 

pesar de lo dicho en la citada cláusula contractual. 

 

Pues bien, conforme al art. 1766 del Código Civil, las escrituras privadas 

hechas por los contratantes para alterar lo pactado en una escritura pública, 

no producen efectos contra terceros, y si ello es así, menos aún producirán 

efectos los acuerdos o estipulaciones verbales que hagan los suscriptores de 

la escritura respecto del contenido de la misma. Esta norma se reproduce e 

incluso se generaliza en el artículo 254 del C.G.P. en tanto dispone que : “Los 

documentos privados hechos por los contratantes para alterar lo pactado en 

otro documento no producirán efecto contra terceros…”. 

 

Siendo así las cosas, contra la demandada en este proceso, que es una tercera 

frente a los suscriptores de la mencionada escritura pública, no puede argüirse 

que el precio a que se refiere dicho documento, es diferente a lo que allí se 

estipuló, y, por lo mismo, si el precio se pagó mediante dos consignaciones 

iguales de $100.000.000 cada una, los días 3 y 16 de julio de 2018, o con 

transferencias por valor de $300’000.000, sería argumento inocuo e 

inoponible a la demandada puesto que va en contravía de las citadas 

disposiciones legales. De suerte que para poder afirmar que la demandante 

demostró haber pagado el precio, ha debido esta acreditar la forma en que, 



a esa fecha (19 de junio de 2018), pagó al señor Villalobos la suma pactada 

como precio en dicho acto escritural, prueba esta que en verdad no obra en 

la foliatura.  

 

Pero además, si frente a la aquí demandada, el precio es la suma de 

$208.100.000, esto también resulta indicativo del carácter ficticio de la 

negociación, pues el señor Villalobos Hernández había comprado los mismos 

bienes hacía apenas un poco mas de 10 meses, en la suma de $322’516.000, 

como consta en la Escritura Pública No. 9683 del 10 de agosto de 2017, 

Notaría 15 de Medellín. 

 

Aparte de lo anterior y en relación con los estados de cuenta que obran de 

folios 259 a 315, de adelante hacia atrás, nos traen los cortes entre el 30 de 

septiembre de 2016 hasta el 30 de septiembre de 2018, correspondientes a 

la cuenta de ahorros Bancolombia No 82491039082 cuya titular es la 

demandante, de donde se colige que los saldos líquidos de la misma cuenta 

fueron los siguientes: (i) trimestre con corte 2016/09/30, $4’807.223,78; (ii) 

trimestre con corte 2016/12/31, $5’499.584.11; (iii) trimestre con corte 

2017/03/31, $9’263.488.56; (iv) trimestre con corte 2017/06/30, 

$33’898.668.19; (v) trimestre con corte 2017/09/30, $17’373.134.26; (vi) 

trimestre con corte al 2017/12/31, $15’002.860.14; (vii) trimestre con corte a 

2018/03/31, $24’467.390.09; (viii) trimestre con corte a 2018/06/30, 

$100’229.257.65; y, (ix) trimestre con corte 2018/09/30, $125’189.768.61. 

 

 Lo anterior, muestra que, por fenomenal coincidencia, los saldos de la cuenta 

de la demandante se dispararon precisamente por la época en que comenzó 

su relación sentimental con el señor Villalobos Hernández, y no obstante que 

justamente en el penúltimo y último cortes trimestrales reseñados, debió 

proveer $300’000.000 para cancelarle a su novio el precio de los inmuebles, 

según afirmó en su declaración de parte. 

 

Pero es que, además, no se aviene con las reglas de la experiencia que, a 

sabiendas, se desembolsen cientos de millones de pesos para comprar un 

litigio seguro, pues la demandante sabía de antemano que los inmuebles 

estaban ocupados nada menos que por la inmediatamente anterior 

compañera permanente de su novio y vendedor, y tanta más sospecha 



despierta la circunstancia de que aquella tiene su domicilio y residencia en 

Armenia, Quindío. 

 

De otro lado, como con tino lo dedujo la señora juez a-quo, si bien no es 

materia de este proceso la declaración de existencia, disolución y liquidación 

de la sociedad patrimonial surgida de la unión marital de hecho que por varios 

años sostuvo el señor Camilo Villalobos con la demandada, tampoco puede 

soslayarse el asunto, pues precisamente el deterioro de dicha relación, al 

punto que los ha llevado a formularse mutuas denuncias penales (incluso la 

formulada por Villalobos por violencia intrafamiliar, lo que de suyo implica el 

reconocimiento de vivir con la denunciada en familia); y la nueva unión marital 

de hecho del señor Villalobos Hernández con la aquí demandante, se erigen 

como hechos indicadores del móvil para fingir la enajenación de esos 

inmuebles que fueron adquiridos en vigencia de la unión marital de hecho con 

la demandada -lo que incluso declaró el señor Villalobos en el acto escritural 

por medio del cual adquirió los inmuebles trabados en este proceso, y que allí 

mismo afectó a vivienda familiar- móvil que entonces sería el sustraer esos 

bienes de la eventual liquidación de la sociedad patrimonial, como también lo 

hizo con el vehículo automotor.  

 

Dicho sea de paso, la supuesta deuda asumida por Villalobos Hernández por 

un hipotético desfalco de su anterior pareja conyugal de hecho, a la empresa 

en que trabajaba, no quedó probada, y como bien lo acotó la juzgadora de 

primera instancia, los extractos que obran a folios 344 a 348 si bien relacionan 

varias transacciones que involucran a la firma FIBER, no se reporta el 

concepto específico de las mismas, y más bien por su periodicidad y montos 

parecen indicar operaciones comerciales de compra con la misma empresa, 

pues tampoco puede olvidarse que Villalobos Hernández ha tenido relaciones 

comerciales con aquella. 

 

Más aún, dejando de lado lo que hasta ahora se ha dicho, la pretensión estaría 

llamada al fracaso porque tampoco aparece en verdad demostrada la calidad 

de poseedora material que se atribuye a la demandada. En efecto solo en el 

hecho NOVENO de la demanda se afirma que la demandada “comenzó a 

poseer el inmueble (sin precisar los hechos posesorios) … desde el mes de 

Agosto del año 2017, ….”, y en el hecho Décimo Cuarto se afirma que la 

demandante no cuenta con la posesión de los inmuebles “por la ocupación 



ilícita y arbitraria de la señora Guadalupe Vargas”. Hechos estos que 

recibieron respuesta negativa de la demandada, quien, desde su 

pronunciamiento frente al Hecho Primero, no hace más que explicar que llegó 

allí en compañía de quien era su cónyuge de hecho y lo fue por varios años, 

señor Camilo Villalobos, y que los bienes inmuebles objeto de la acción 

reivindicatoria fueron adquiridos durante la unión marital, perteneciendo 

entonces a esa comunidad en la cual cree tener derechos. Es claro entonces 

que la demandada si bien ocupa los inmuebles, no lo hace para sí, con ánimo 

de dueña exclusiva, sino para una comunidad de la que se considera parte, 

nada diferente a lo que sucede por ejemplo cuando muere un cónyuge y el 

otro continúa ocupando el inmueble que fue la morada conyugal. Y es lo cierto 

que tampoco obra en el plenario prueba que acredite lo contrario.  

 

Pero además, aceptando en gracia de discusión que estuviese acreditado el 

ánimo de dueña exclusivo de la demandada, tampoco podría ser exitosa la 

pretensión, pues la demandante no se remontó en los antecedentes del 

dominio a una fecha anterior al inicio de la posesión de aquella. En efecto, 

solo en el Hecho Octavo del libelo se habla del título de dominio de la 

accionante, y eso  que de manera imprecisa en tanto no indica la fecha de la 

escritura de adquisición: “MI poderdante adquirió el dominio del inmueble ya 

relacionado, mediante la escritura pública número ocho mil trecientos noventa 

y tres (8393) de la Notaría Quince (15) del Circulo de Medellín-Antioquia, de 

quien era su anterior dueño”, aunque aporta con el libelo copia del 

instrumento, el cual está fechado junio 19 de 2018. En ninguno de los hechos 

expresa de quién ni cuando adquirió su vendedor y menos los antecesores de 

éste en el dominio, pero en cambio, CONFIESA en el Hecho Noveno, que 

Guadalupe Vargas García comenzó a poseer desde el mes de agosto de 

2017.  

 

De modo que si la escritura pública 9683 del 10 de agosto de 2017 

mediante la cual Camilo Andrés Villalobos Hernández adquirió los bienes que 

en junio de 2018 dijo vender a la aquí demandante (f. 109 a 115), obra en la 

foliatura, fue porque la aportó la demandada como prueba de sus defensas y, 

puntualmente, de la afectación a vivienda familiar en su favor. Y si bien por 

virtud del principio de comunidad de la prueba, esta puede favorecer o 

perjudicar a cualquiera de las partes, es claro que la circunstancia de que el 

referido instrumento público obre en el expediente, no suple la carga de la 



afirmación, y la verdad es que la demandante no hizo en su demanda ninguna 

afirmación al respecto.  

 

Adicionalmenete de ninguna manera lo anterior permite concluir que se probó 

el dominio con la suficiencia necesaria para destruir la presunción de dueña 

que ampara a la demandada, quien, como se vio, desde esa misma fecha, 

conjuntamente con su entonces compañero permanente llegaron a vivir allí 

como amos y dueños del apartamento y parqueadero-cuarto útil. Dicho en 

otras palabras, en aquella fecha convergen los dos acontecimientos 

(adquisición por el antecesor de la reivindicante e inicio de posesión por la 

demandada), lo que trasunta que no se probó la anterioridad del dominio de 

la accionante, con relación al inicio de la posesión por parte de la demandada, 

por lo que no se desvirtuó la presunción que ampara a la última, pues ello 

exige ubicarse –remontándose en los antecesores del dominio- en fecha 

anterior a su inicio, no simúltánea. 

 

Al respecto, en la sentencia sustitutiva del 25 de mayo de 1990, reiterada en 

fallo del 23 de octubre de 1992 (rad. 3504, GJ tomo 219, 2°. 1992, n°3458, 

págs. 583-585,) la Corte precisó: 

 

 “(L)a anterioridad del título del reivindicante apunta no solo a que la 

 adquisición de su derecho sea anterior a la posesión del demandado, 

sino al hecho de que ese derecho esté a su turno respaldado por la 

cadena ininterrumpida de los títulos de sus antecesores, que si datan de 

una época anterior a la del inicio de la posesión del demandado, permiten 

el triunfo del reivindicante. Entonces, no sólo cuando el título de 

adquisición del dominio del reivindicante es anterior al inicio de la 

posesión del demandado, sino inclusive cuando es posterior, aquél puede 

sacar avante su pretensión si demuestra que el derecho que adquirió lo 

obtuvo su tradente a través de un título registrado, y que éste a su turno 

lo hubo de un causante que adquirió en idénticas condiciones; derecho 

que así concedido es anterior al inicio de la posesión del demandado, 

quien no ha adquirido la facultad legal de usucapir” 

 

Posteriormente, como parte de un desarrollo netamente jurisprudencial, la 

Sala Civil de la Corte en sentencia SC11334-2015 (27 agosto, rad. n° 2007-

000588-01), en lo pertinente memoró: 



 

«[…] Por el sendero del ejemplo, lo explicó esta misma Corte en 

jurisprudencia añeja al señalar: ‘En la acción consagrada por el art. 950 

del C.C. pueden contemplarse varios casos: llámase Pedro el 

demandante y Juan el demandado. 1) Pedro, con títulos registrados en 

1910, demanda a Juan, cuya posesión principió en 1911. Debe triunfar 

Pedro. 2) Pedro, con un título registrado en 1910, demanda a Juan, cuya 

posesión principió en 1909. Debe triunfar Juan. 3) Pedro, con un título 

registrado en 1910 demanda a Juan, cuya posesión comenzó en 1909 y 

presenta además otro título registrado con el cual comprueba que su 

autor fue causahabiente de Diego desde 1908. Debe triunfar Pedro, no 

por mérito del título, sino por mérito del título del autor. En estos tres 

casos, referentes a una propiedad privada, se ha partido de la base de 

que Juan es poseedor sin título. Cuando lo tiene se ofrecen otros casos 

harto complejos […]». 

 

Hay que resaltar que esa posición se puede rastrear invariable hasta Sentencia 

de Casación Civil del 20 de junio de 2017. (Rad. 11001-3103-030-2003-00831-

02. M.P. Luis Alonso Rico Puerta), por lo que claramente se está ante doctrina 

probable. 

 

Es por todo lo anterior que la pretensión está llamada al fracaso, aún de no 

haberse presentado la corrección de su error por parte del funcionario de 

registro, error consistente en no haber inscrito, al momento de registrar 

compraventa contenida en la citada escritura pública 9683 del 10 de agosto 

de 2017 de la Notaría 15 de Medellín, la afectación a vivienda familiar allí 

realizada por el comprador, previa declaración de su unión marital de hecho 

con la beneficiaria de la misma, señora Guadalupe Vargas García. Corrección 

que dio lugar a que la autoridad de registro anulara, respecto del apartamento 

distinguido con M.I. No 001-1252254, la anotación número 6, correspondiente 

a la compraventa documentada en la escritura pública No.8393 de 19 de junio 

de 2018 de la Notaría 15 de Medellín, en la cual funge como vendedor el señor 

Camilo Andrés Villalobos Hernández y como compradora Andrea Stefanía 

García jaimes. 

 

Pero conviene precisar que dicho saneamiento administrativo, toca 

exclusivamente con el “modo” (inscripción del título), como no podía ser de 



otra manera puesto que no incumbe al funcionario de registro pronunciarse 

sobre la validez del título. Pero es claro que el decaimiento del registro de 

aquél frustraría el éxito de la pretensión reivindicatoria, dado que en nuestro 

sistema la adquisición del derecho real de dominio exige título y modo. 

 

Ahora lo que  se dejó explicado in extenso (excepción de simulación de 

negocio jurídico) toca con el título y se refiere a ambos inmuebles, pero es 

este el momento de decir  que aún de no tener razón la juez a-quo en este 

punto, y aún de no haberse producido la cancelación del registro de la 

escritura pública 8393 de 19 de junio de 2018 de la Notaría 15 de Medellín   

en el folio de matrícula inmobiliaria correspondiente al apartamento, a igual 

conclusión se llegaría, es decir, la no demostración de la calidad de dueña de 

dicho inmueble por parte de la reivindicante, esto por cuanto es un hecho 

incontrovertible la afectación a vivienda familiar constituida en la escritura 

pública 9683 del 10 de agosto de 2017 de la Notaría 15 de Medellín, 

por lo que no podía válidamente el señor Camilo Andres Villalobos vender 

dicho inmueble sin la firma de la señora Guadalupe Vargas, como lo exige la 

Ley 258 de 1996 en su artículo 3º, quedando el acto entonces viciado de 

NULIDAD ABSOLUTA al tenor del inciso final del art. 6º ib: “Quedarán viciados 

de nulidad absoluta los actos jurídicos que desconozcan la afectación a 

vivienda familiar.”, hecho exceptivo este que quedó suficientemente probado 

y que aun de no haberse alegado, sería obligación del tribunal declarar de 

oficio conforme a la preceptiva del art. 282 C.G.P. 

 

Por lo expuesto y sin necesidad de más consideraciones, la Sala Cuarta de 

Decisión Civil del Tribunal Superior de Medellín, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley 

 

F A L L A  

 

Primero: Se CONFIRMA la sentencia de procedencia y fecha indicadas. 

 Segundo: Costas en esta instancia a cargo de la parte demandante apelante 

y a favor de la demandada. Ejecutoriada la sentencia, el expediente ingresará 

nuevamente a Despacho para la fijación de las agencias en derecho. 

 



 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

  

 

PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 

MAGISTRADA 

 

 

 

 

JUAN CARLOS SOSA LONDOÑO 

MAGISTRADO 

 

 

 

 

 

 

JULIÁN VALENCIA CASTAÑO 

MAGISTRADO 

Con salvamento de voto 
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